
22 de Noviembre de 2006 

Presidente: Dip. José Luis Alcalá de la Peña.
8.- Lectura, discusión y, en su caso, aprobación de dictámenes en cartera: 

A.- 
Dictamen presentado por las Comisiones Unidas de Gobernación y Puntos Constitucionales de Justicia, relativo a la iniciativa de Decreto para reformar los Artículos 32 Fracción XVIII y 152 Fracción V de la Ley del Notariado del Estado de Coahuila, así como para adicionar dos párrafos al artículo 1045 del Código Procesal Civil para el Estado de Coahuila de Zaragoza y adicionar un segundo párrafo al Artículo 985 del Código Civil para el Estado de Coahuila de Zaragoza, propuesta por el C. Gobernador Constitucional del Estado. 

B.- 
Dictamen presentado por las Comisiones Unidas de Gobernación y Puntos Constitucionales y de Justicia, relativo a la iniciativa de Decreto para adicionar al Código Civil, el Artículo 369 Bis, propuesta por la Diputada Silvia Guadalupe Garza Galván, del Grupo Parlamentario “Vicente Fox Quesada” del Partido Acción Nacional. 

C.- 
Dictamen presentado por las Comisiones Unidas de Gobernación y Puntos Constitucionales y de Justicia, relativo a la iniciativa de Decreto para reformar los Artículos 494, 497 y 500 bis del Código Civil para el Estado de Coahuila, propuesta por las Diputadas Jeanne Margaret Snydelaar Hardwicke y Julieta López Fuentes y el Diputado Javier Z’Cruz Sánchez, del Grupo Parlamentario “Jesús Reyes Heroles” del Partido Revolucionario Institucional. 

D.- 
Dictamen presentado por la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales relativo a la iniciativa para reformar los Artículos 49, 53, segundo párrafo, 67 Fracciones XX y XI, 73 Fracción VIII, 84 Fracción IV, V y X; adición de un segundo párrafo al artículo 49 y con las Fracciones I y II; el segundo y último párrafo del Artículo 53 de la Constitución Política del Estado, propuesta por el Diputado José Ignacio Máynez Varela, del Grupo Parlamentario “Vicente Fox Quesada” del Partido Acción Nacional, conjuntamente con la Diputada Silvia Guadalupe Garza Galván y los Diputados Jesús Manuel Pérez Valenzuela y Luis Alberto Mendoza Balderas. 

E.-
Dictamen presentado por las Comisiones Unidas de Trabajo y Previsión Social y de Seguridad Pública, relativo a la proposición con punto de acuerdo sobre “Evaluación de las Empresas de Seguridad Privada en Coahuila”, presentada por la Diputada Silvia Guadalupe Garza Galván, del Grupo Parlamentario “Vicente Fox Quesada” del Partido Acción Nacional. 

F.-
Dictamen presentado por las Comisiones del Trabajo y Previsión Social, relativo a la proposición con Punto de Acuerdo sobre “Investigación de reclamo hecho por ex-obreros, respecto al producto de la venta de AHMSA a la iniciativa privada”, formulada por la Diputada Silvia Guadalupe Garza Galván y los Diputados José Antonio Jacinto Pacheco y Luis Alberto Mendoza Balderas del Grupo Parlamentario “Vicente Fox Quesada” del Partido Acción Nacional. 

G.-
Dictamen presentado por la Comisión de Trabajo y Previsión Social, relativo a la proposición con Punto de Acuerdo sobre “Las Afores en México”, planteada por el Diputado José Luis Moreno Aguirre, del Grupo Parlamentario “Jesús Reyes Heroles” del Partido Revolucionario Institucional. 

H.-
Dictamen presentado por la Comisión de Seguridad Pública, relativo a la proposición con punto de acuerdo sobre “Resultados de exámenes antidoping, aplicados a personal de la Policía Preventiva del Estado”, planteada por la Diputada Silvia Guadalupe Garza Galván, conjuntamente con los Diputados Jesús Manuel Pérez Valenzuela, Francisco Cortés Lozano, José Antonio Jacinto Pacheco, Jorge Arturo Rosales Saade y Luis Alberto Mendoza Balderas, del Grupo Parlamentario “Vicente Fox Quesada” del Partido Acción Nacional. 

DICTAMEN de las Comisiones Unidas  de Gobernación y Puntos Constitucionales y de Justicia, de la Quincuagésimo Séptima Legislatura  del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, relativo a la Iniciativa de Decreto para reformar los artículos 32, fracción XVIII y 152 fracción V de la Ley del Notariado del Estado de Coahuila, así como para adicionar dos párrafos al artículo 1045 del Código Procesal Civil Para el Estado de Coahuila de Zaragoza y adicionar un segundo párrafo al artículo 985 del Código Civil  Para el Estado de Coahuila de Zaragoza, propuesta por el C. Gobernador Constitucional del Estado; y, 

R E S U L T A N D O

PRIMERO.-  Que en sesión ordinaria celebrada por el Pleno del Congreso el día 14 de noviembre del año en curso, se acordó turnar a las Comisiones Unidas  de Gobernación y Puntos Constitucionales y de Justicia,  la propuesta a que se ha hecho referencia.

SEGUNDO.- Que en cumplimiento de dicho acuerdo, se turnó a las Comisiones Unidas  de Gobernación y Puntos Constitucionales y de Justicia, de la Quincuagésimo Séptima Legislatura  del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, la Iniciativa de Decreto para reformar los artículos 32, fracción XVIII y 152 fracción V de la Ley del Notariado del Estado de Coahuila, así como para adicionar dos párrafos al artículo 1045 del Código Procesal Civil Para el Estado de Coahuila de Zaragoza y adicionar un segundo párrafo al artículo 985 del Código Civil  Para el Estado de Coahuila de Zaragoza, propuesta por el C. Gobernador Constitucional del Estado; y, 

C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.- .- Que estas Comisiones Unidas de Gobernación y Puntos Constitucionales y de Justicia,  con fundamento en los artículos 97, 102 fracciones I, y V, 103 fracción I, 107 fracción I y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado, son competentes para emitir el presente dictamen.

SEGUNDO.-  La Iniciativa de Decreto para reformar los artículos 32, fracción XVIII y 152 fracción V de la Ley del Notariado del Estado de Coahuila, así como para adicionar dos párrafos al artículo 1045 del código Procesal Civil Para el Estado de Coahuila de Zaragoza y adicionar un segundo párrafo al artículo 985 del Código Civil  Para el Estado de Coahuila de Zaragoza, propuesta por el C. Gobernador Constitucional del Estado, se basa en las consideraciones siguientes: 

“ El Registro Nacional de Avisos de Testamento es un instrumento que permite dar certeza y seguridad jurídica respecto de las disposiciones testamentarias de los particulares, pues mediante un sistema de consulta electrónica, permite conocer si se otorgó disposición testamentaria en algún Estado de la República o Consulado Mexicano. De esta forma se puede contar con un registro actualizado y confiable de los testamentos inscritos en la jurisdicción mexicana, situación que evita posibles conflictos sucesorios por la existencia de dos o más testamentos.

El objeto de la presente Iniciativa es dar legalidad a lo que ya se viene realizando a través de los instrumentos jurídicos que se han celebrado, adecuando los ordenamientos jurídicos estatales vigentes en la materia, específicamente al Código Civil, Código Procesal Civil y Ley del Notariado para el Estado de Coahuila. En un Estado de derecho, sustentado en normas escritas, como es el nuestro, es menester el adecuar la legislación a los diferentes usos y costumbres, cumpliendo con la garantía de seguridad jurídica con la que deben contar las actuaciones de la autoridad y brindar certeza a los particulares de que dichas actuaciones se encuentran apegadas a derecho.

El 4 de agosto del 2000, el Ejecutivo Federal a través de la Secretaria de Gobernación celebró un Convenio de Coordinación con el Estado de Coahuila en el cual se pactó la contribución a la constitución del Registro Nacional de Avisos de Testamento. En dicho Convenio se estipularon diferentes obligaciones para las partes con la finalidad de avanzar en materia de sucesiones mediante la coordinación entre el Registro Nacional de Avisos de Testamento y del Gobierno del Estado por conducto de la Secretaría de Gobierno.

Para lograr la coordinación y cumplimiento de las acciones proyectadas, la Federación hará las labores de recibir, concentrar y procesar la información remitida por el Estado; controlarla y actualizarla; proporcionar esta información al Estado cuando se la solicite, actualizar el sistema de cómputo para las consultas que efectúe el Estado y que éstas se desahoguen en el menor tiempo posible, con la finalidad de dar una mayor agilidad a los procedimientos sucesorios dentro de nuestra entidad.

Mediante dicho acto de cooperación, que al igual que con nuestro Estado, se ha celebrado con las demás entidades federativas, se busca el fortalecimiento de los estados y los municipios. Sin embargo, para que dichos esfuerzos se concreticen y realmente logren el establecimiento de un sistema nacional completo, eficaz y actualizado, en el cual se registren los testamentos, es de vital importancia la adecuación de la legislación estatal en lo que respecta al Código Civil, Código Procesal Civil y Ley del Notariado para el Estado de Coahuila. De esta forma se podrá constituir un verdadero avance en materia de sucesiones en los ámbitos estatal y federal.

Con la presente Iniciativa promovemos el buen funcionamiento del Registro Nacional de Avisos de Testamento, en relación a la consulta de información de testamentos. Se evitan problemas de duplicidad de los mismos y se fortalece su validez en todas las entidades federativas.

Así pues, por las razones antes expuestas, me permito someter a esa Honorable Legislatura para su estudio, resolución y aprobación, en su caso, la siguiente Iniciativa de: DECRETO”

TERCERO.- Como se establece en la exposición de motivos, la Iniciativa para reformar los artículos 32 fracción XVIII y 152 fracción V de la Ley del Notariado del Estado de Coahuila, así como adicionar dos párrafos al artículo 1045 del Código Procesal Civil y un segundo párrafo al artículo 985 del Código Civil, obedece al cumplimiento que el Estado da a los compromisos contraídos con la Federación.

Lo anterior es así, pues según se establece en la exposición de motivos que informa la Iniciativa que ahora se estudia y dictamina, el 4 de agosto de 2000, el Ejecutivo Federal a través de la Secretaría de Gobernación celebró un Convenio de coordinación con el Estado, en el que se pactó contribuir a la constitución del Registro Nacional de Avisos de Testamento.

El Registro en cuestión, obviamente constituye un poderoso auxiliar en relación a la consulta de información de testamentos, que evitará la duplicidad de los mismos y el trámite judicial, muchas veces dilatado y oneroso, de procedimientos para impugnar  la validez de un testamento, lo que sin duda alguna producirá certidumbre y seguridad jurídica en beneficio del propio testador, del Notario ante quien se hace la disposición testamentaria y sobre todo de los presuntos herederos.

En efecto,  desde el momento en que la Federación asume el compromiso de recibir, concentrar y procesar la información remitida por el Estado, así como tenerla actualizada y proporcionarla a la entidad cuando ésta lo solicite, el procedimiento sucesorio transitará con un mayor margen de seguridad, tanto si el trámite se hace judicialmente como ante un Notario, pues al concentrar el Registro la información de las diversas entidades federativas, mediante un sistema de consulta electrónica, se podrá conocer si se otorgó disposición testamentaria en algún otro Estado de la República. 

Consecuentes con las consideraciones que anteceden y por las razones que en ellas se expresan, resulta pertinente emitir el siguiente

DICTAMEN

ÚNICO.- Por lo expuesto y fundado, estas Comisiones Unidas de Gobernación y Puntos Constitucionales, y de Justicia, estiman que debe aprobarse la iniciativa de decreto que reforma los artículos 32, fracción XVIII y 152 fracción V de la Ley del Notariado del Estado de Coahuila, y adiciona dos párrafos al artículo 1045 del Código Procesal Civil Para el Estado de Coahuila de Zaragoza y un segundo párrafo al artículo 985 del Código Civil  Para el Estado de Coahuila de Zaragoza, propuesta por el C. Gobernador Constitucional del Estado, para quedar como sigue:

ARTÍCULO PRIMERO.- Se reforman los artículos 32 fracción XVIII y 152 fracción V de la Ley del Notariado del Estado de Coahuila, para quedar como sigue

Artículo 32.- Toda escritura se extenderá sujetándose a las reglas siguientes:

. . . . . . . . . . 

XVIII.- las testamentarías que se tramiten ante los Notarios se llevarán mediante actas levantadas en el protocolo. Siempre que se otorgue un testamento público abierto, cerrado o simplificado, el Notario ante quien se celebre dicho acto jurídico dará aviso por escrito a la Dirección de Notarías dentro de los 8 días hábiles siguientes, en el que se expresará:

a) Nombre completo del testador;

b) Nacionalidad; 

c) Ocupación y domicilio;

d) Lugar y fecha de nacimiento;

e) Clave Única de Registro de Población;

f) 
Estado civil, régimen matrimonial y nombre completo del cónyuge, en su caso;

g) 
Nombre completo de los padres;

h) 
Tipo de testamento;

i) 
Número de escritura;

j)
Volumen o tomo;

k) 
Lugar, hora y fecha de otorgamiento de la escritura;

1) 
Disposiciones de contenido irrevocable, en caso de haberse establecido;

m) 
Nombre completo del Notario;

n) 
Tipo de Notaría, en su caso;

o) 
Número de Notaría;

p) 
Municipio y/o Distrito Notarial, y

q) 
Mención si el testamento cancela o revoca otra disposición testamentaria otorgada con anterioridad, en caso de que así sea.

Si el testamento fuere cerrado indicará además la persona en cuyo poder se depositó o el lugar en que se haya hecho el depósito.

La Dirección de Notarías dentro de los 15 días hábiles siguientes a aquel en que lo reciba, ingresará el aviso de testamento por vía electrónica a la base de datos del Registro Nacional de Avisos de Testamento, así mismo, llevará un libro especial destinado a asentar las inscripciones relativas y los datos que se mencionan.

la autoridad judicial o el Notario Público ante quien se inicie un procedimiento sucesorio deberá recabar, previa a la radicación del mismo, un informe sobre la existencia o inexistencia de alguna disposición testamentaria otorgada por el autor de la sucesión, mediante la solicitud de búsqueda local o nacional a la Dirección de Notarías.

la Dirección de Notarías solicitará por vía electrónica el reporte de búsqueda nacional al Registro Nacional de Avisos de Testamento.

Artículo 152.- Son obligaciones y atribuciones de la Dirección de Notarías:

. . . . . . . . . . 

V.- Llevar un registro de los testamentos que autoricen los Notarios e ingresar por vía electrónica los avisos de testamento que con tal motivo reciba a la base de datos del Registro Nacional de Avisos de Testamento, y rendir los informes que le soliciten las autoridades judiciales competentes o notarios públicos en cumplimiento a lo dispuesto por la presente ley.

ARTÍCULO SEGUNDO.- Se adicionan dos párrafos al articulo 1045 del Código Procesal Civil, para quedar como sigue:

Artículo 1045.- Sucesiones judiciales y extrajudiciales. Las sucesiones podrán tramitarse:

I. Ante la autoridad judicial. cualquiera que sea el caso;

II. Extrajudicialmente ante notario en los casos en que la ley lo autorice.

El juez competente o el Notario Público que inicie un procedimiento sucesorio, de oficio recabará del Registro Público y de la Dirección de Notarías, un informe sobre la existencia o inexistencia de alguna disposición testamentaria otorgada por el autor de la sucesión.

la Dirección de Notarías una vez que reciba la solicitud del informe, pedirá por vía electrónica al Registro Nacional de Avisos de Testamento el informe nacional sobre la existencia o inexistencia de alguna disposición testamentaria.

ARTÍCULO TERCERO.- Se adiciona un segundo párrafo al articulo 985 del Código Civil para el Estado de Coahuila de Zaragoza, para quedar como sigue:

Articulo 985.- El Notario que hubiera autorizado el testamento debe dar aviso a los interesados luego que sepa la muerte del testador y si no lo hace es responsable de los daños y perjuicios que la dilación ocasione. Si los interesados están ausentes o son desconocidos del Notario, la noticia se dará al juez.

En los casos en que se otorgue testamento, el Notario Público que dé fe de su otorgamiento o la autoridad que lo reciba, deberá formular aviso de dicho otorgamiento dentro de los 8 días hábiles siguientes a las instancias oficiales encargadas de llevar el registro correspondiente en los términos señalados en la legislación aplicable.

TRANSITORIOS

PRIMERO. Este Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.

SEGUNDO. Se derogan todas las disposiciones legales y reglamentarias que se opongan al presente Decreto.

Así lo acuerdan los Diputados integrantes de las Comisiones Unidas de Gobernación y Puntos Constitucionales y Justicia, de la Quincuagésimo Séptima Legislatura del Congreso del Estado, Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, Diputado Francisco Saracho Navarro ( Coordinador ), Diputado Román A. Cepeda González, Diputado Juan Alejandro de Luna González, Diputado Demetrio A. Zuñiga Sánchez, Diputado Guadalupe Sergio Resendíz Boone, Diputado José Ignacio Máynez Varela,  Diputado Jesús Manuel Pérez Valenzuela, Diputado Virgilio Maltos Long, Diputado Lorenzo Dávila Hernández, Diputado José Francisco Cortés Lozano ( Coordinador ), Diputado José Antonio Jacinto Pacheco, Diputado Francisco Saracho Navarro, Diputado Román Alberto Cepeda González, diputado Demetrio Antonio Zuñiga Sánchez, Diputado José Luis Alcalá de la Peña, Diputado Juan Carlos Ayup Guerrero, Diputado Lorenzo Dávila Hernández, Diputado José Refugio Sandoval Rodríguez. Saltillo, Coahuila, a 21 de noviembre de 2006. 

COMISIÓN DE GOBERNACIÓN Y PUNTOS CONSTITUCIONALES
	NOMBRE
	VOTO Y FIRMA

	DIP. FRANCISCO SARACHO NAVARRO

COORDINADOR


	A

FAVOR

ABSTENCIÓN

EN

CONTRA


	DIP. ROMÁN ALBERTO CEPEDA GONZÁLEZ


	A

FAVOR

ABSTENCIÓN

EN

CONTRA


	DIP. JUAN ALEJANDRO DE LUNA

GONZÁLEZ


	A

FAVOR

ABSTENCIÓN

EN

CONTRA


	DIP. DEMETRIO ANTONIO

ZUÑIGA SÁNCHEZ
	A

FAVOR

ABSTENCIÓN

EN

CONTRA


	DIP. GUADALUPE SERGIO RESÉNDIZ BOONE
	A

FAVOR

ABSTENCIÓN

EN

CONTRA


	DIP. JOSÉ IGNACIO MÁYNEZ VARELA
	A

FAVOR

ABSTENCIÓN

EN

CONTRA


	DIP. JESÚS MANUEL PÉREZ VALENZUELA
	A

FAVOR

ABSTENCIÓN

EN

CONTRA


	DIP. VIRGILIO MALTOS LONG


	A

FAVOR

ABSTENCIÓN

EN

CONTRA


	DIP. LORENZO DÁVILA

HERNÁNDEZ


	A

FAVOR

ABSTENCIÓN

EN

CONTRA



COMISIÓN DE JUSTICIA

	NOMBRE
	VOTO Y FIRMA

	DIP. JOSÉ FRANCISCO CORTÉS LOZANO

COORDINADOR


	A

FAVOR

ABSTENCIÓN

EN

CONTRA


	DIPUTADO JOSÉ ANTONIO JACINTO PACHECO
	A

FAVOR

ABSTENCIÓN

EN

CONTRA


	DIP. FRANCISCO SARACHO NAVARRO


	A

FAVOR

ABSTENCIÓN

EN

CONTRA


	DIP. ROMÁN ALBERTO CEPEDA GONZÁLEZ
	A

FAVOR

ABSTENCIÓN

EN

CONTRA


	DIP. DEMETRIO ANTONIO

ZUÑIGA SÁNCHEZ
	A

FAVOR

ABSTENCIÓN

EN

CONTRA


	DIP. DIP. JOSÉ LUÍS ALCALÁ DE LA PEÑA


	A

FAVOR

ABSTENCIÓN

EN

CONTRA


	DIP. JUAN CARLOS AYUP GUERRERO


	A

FAVOR

ABSTENCIÓN

EN

CONTRA


	DIP. LORENZO DÁVILA

HERNÁNDEZ
	A

FAVOR

ABSTENCIÓN

EN

CONTRA


	DIP. JOSÉ REFUGIO SANDOVAL RODRÍGUEZ


	A

FAVOR

ABSTENCIÓN

EN

CONTRA



DICTAMEN de las Comisiones Unidas  de Gobernación y Puntos Constitucionales y de Justicia, de la Quincuagésimo Séptima Legislatura  del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, relativo a la Iniciativa de Decreto para adicionar al Código Civil el artículo 369 Bis, propuesta por la C. Diputada Silvia Guadalupe Garza Galván, del Grupo Parlamentario “ Vicente Fox Quesada ”, del Partido Acción Nacional; y, 

R E S U L T A N D O

PRIMERO.-  Que en sesión ordinaria celebrada por el Pleno del Congreso el día 14 de Noviembre del año en curso, se acordó turnar a las Comisiones Unidas  de Gobernación y Puntos Constitucionales y de Justicia,  la propuesta a que se ha hecho referencia.

SEGUNDO.- Que en cumplimiento de dicho acuerdo, se turnó a las Comisiones Unidas  de Gobernación y Puntos Constitucionales y de Justicia, de la Quincuagésimo Séptima Legislatura  del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, la Iniciativa de Decreto para adicionar al Código Civil el artículo 369 Bis, propuesta por la C. Diputada Silvia Guadalupe Garza Galván, del Grupo Parlamentario “ Vicente Fox Quesada ”, del Partido Acción Nacional; y,

C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.- .- Que estas Comisiones Unidas de Gobernación y Puntos Constitucionales y de Justicia,  con fundamento en los artículos 97, 102 fracciones I, y V, 103 fracción I, 107 fracción I y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado, son competentes para emitir el presente dictamen.

SEGUNDO.-  La Iniciativa de Decreto para adicionar al Código Civil el artículo 369 Bis, propuesta por la C. Diputada Silvia Guadalupe Garza Galván, del Grupo Parlamentario            “ Vicente Fox Quesada ”, del Partido Acción Nacional, se basa en las consideraciones siguientes:

Partiendo de la idea del matrimonio como la institución social más importante en la que a través de esta se establece la integración de una familia, derivada de la ley biológica que exige la perpetuidad de una especie, en este caso la humana y, en atención a los cambios sociales y culturales que vive día a día la sociedad en que nos encontramos inmersos, advertimos que cada vez aumenta más el número de matrimonios que por encontrarse en su relación marital con dificultades de gran peso que implican la pérdida de los bienes protegidos por el matrimonio como son la perpetuación de la especie, la ayuda mutua, el respeto y fidelidad, así como el hacer una vida en común, por ejemplo, el adulterio y la violencia física habitual rompen la lealtad, la paz y afecto familiares. En estos casos difíciles, la separación sin ruptura completa puede ser un mal mayor que coadyuva al detrimento físico y moral de la persona que vive estos acontecimientos.

Si bien el divorcio no es uno de los fines del estado pues como ya se dijo, éste tiene la finalidad de la perpetración de la especie humana mediante la unión de dos personas del sexo opuesto afines con los objetivos antes señalados y tratando de dar cumplimiento a ello para lograr su realización como personas y seres humanos y obtener así un bien común; la realidad es que este fin en ocasiones no se logra, pues hay situaciones que originan la pérdida de los fines del matrimonio volviendo imposible la vida en común de los cónyuges, teniendo que buscar una solución a su problemática que la mayoría de las veces es el divorcio.

Por otra parte nuestra legislación establece dos clases de divorcio: el divorcio voluntario o por mutuo consentimiento y el divorcio necesario o contencioso; con estas figuras se obtiene la disolución del vínculo matrimonial, dejando a los cónyuges en aptitud de contraer otro. Ahora bien, no obstante que existen este tipo de divorcios y que el divorcio voluntario es un proceso relativamente rápido y sencillo, existe la sujeción al órgano jurisdiccional y la representación de un abogado (elemento que resulta a veces por demás oneroso), existe otra clase de divorcio que no ha contemplado la legislación y que hace aún más rápido el tramite del divorcio y a menor costo, y en base a la obligación de armonizar de las leyes del estado mexicano.

El Divorcio Voluntario Administrativo

El divorcio administrativo es la forma de disolver el vínculo matrimonial ante el juez u oficial del registro civil.

Este tipo de divorcio se llevará a cabo siempre y cuando concurran los siguientes elementos:

a).- Que ambos cónyuges convengan en divorciarse;

b).- Que sean mayores de edad;

c).- Que hayan cumplido un año de matrimonio

d).- Que la mujer no se encuentre en cinta y no tengan hijos o que teniéndolos sean mayores de edad siempre que no sean incapaces y,

e).- Que de común acuerdo hayan liquidado la sociedad conyugal si bajo ese régimen se casaron o bien, que estén casados 'bajo el régimen de separación de bienes.

Su procedimiento es sencillo, los Cónyuges comparecerán ante el Juez ( sic ) del Registro Civil del lugar donde se contrajo matrimonio; comprobarán con las copias certificadas respectivas que son casados y mayores de edad e identificados plenamente manifestarán que es su voluntad divorciarse, mediante el llenado de un formato expedido por la Dirección del Registro Civil o hecha la solicitud por escrito, dirigida al citado funcionario.

En este acto, el Juez del Registro Civil levantará una acta en la que hará constar la solicitud de divorcio y citará a los cónyuges para que la ratifiquen a los quince días; en este lapso de tiempo el Juez del Registro Civil validará que los requisitos se hayan cubierto y sea procedente y una vez hecha la ratificación, el Juez ( sic ) del Registro Civil los declarará divorciados, levantará el acta respectiva, y a su vez hará la anotación correspondiente en el acta de matrimonio anterior. Si el funcionario advierte que los cónyuges tienen hijos menores de, edad, o que la sociedad conyugal no ha sido debidamente liquidada, la solicitud no tendrá efectos y no habrá lugar al divorcio y se podrá imponer una sanción a los cónyuges por hacer falsas declaraciones.

Propuesta de adición al Código Civil para el del Estado de Coahuila de Zaragoza:

Articulo 369 Bis.- El divorcio administrativo procede cuando habiendo transcurrido un año o más de la celebración del matrimonio, los cónyuges convienen en divorciarse, no tengan hijos o teniéndolos sean mayores de edad y capaces que no requieran alimentos o alguno de los cónyuges, que la mujer no este en cinta y, se haya liquidado previamente la sociedad conyugal si el matrimonio se contrajo bajo ese régimen. Los cónyuges se presentarán ante el juez del Registro Civil y presentarán su solicitud por escrito de la cual levantará acta el funcionario y los citará en un término de 15 días para que se presenten a ratificarla, una vez ratificada el Juez los declarará divorciados y hará las anotaciones correspondientes en el acta de matrimonio respectiva.

No surtirá efectos el divorcio así obtenido si se comprueba que los cónyuges tiene hijos menores o que la sociedad conyugal no esta liquidada, además de hacerse acreedores a la sanción a que haya lugar.

TERCERO.-  La institución que se propone en la iniciativa que ahora se estudia y dictamina, no es desconocida para la legislación estatal.

En efecto, el pasado Código Civil de Coahuila de 1941,  disponía en su artículo 272:

“ Cuando ambos consortes convengan en divorciarse y sean mayores de edad, no tengan hijos y de común acuerdo hubieren liquidado la sociedad conyugal,  si bajo ese régimen se casaron, se presentarán personalmente ante el Oficial del Registro Civil del lugar de su domicilio; comprobarán con las copias certificadas respectivas que son casados y mayores de edad, y manifestarán de una manera terminante y explícita su voluntad de divorciarse.

El Oficial del Registro Civil, previa identificación de los consortes, levantará un acta en que hará constar la solicitud de divorcio y citará a los cónyuges para que se presenten a ratificarla a los quince días. Si los consortes hacen la ratificación, el Oficial del Registro Civil los declarará divorciados, levantando el acta respectiva  y haciendo la anotación correspondiente en la del matrimonio anterior.

El divorcio así obtenido no surtirá efectos legales si se comprueba que los cónyuges tiene hijos, son menores de edad o que no han liquidado la sociedad conyugal, y entonces aquéllos sufrirán las penas que establezca el Código de la materia.

Los consortes que no se encuentren en el caso previsto en los anteriores párrafos de este artículo, pueden divorciarse por mutuo consentimiento, ocurriendo al juez competente en los términos que ordena el Código de Procedimientos Civiles.”

Este precepto fue derogado por decreto 114, de 5 – XII – 1977, P. O.  Número 100, Tomo LXXXIV de 9 – XII – 1977. ( Fuente. Código Civil Para el Estado de Coahuila con sus reformas, Reimpresión de la Tercera Edición, Editorial Cajica S. A. Puebla Puebla, México. 1985)

En su momento se consideró para derogar el “ divorcio administrativo”, que siendo el matrimonio la institución social base de la familia y de la sociedad, no debía ser disuelto por un Oficial del Registro Civil, que por añadidura, en el Estado de Coahuila, es una persona lega en materia de Derecho, ya que para desempeñar esa función no es menester ser abogado. Además, se consideró también, dada la importancia de la institución,  que no debía ser disuelta “ al vapor ” , dadas las facilidades para su obtención.

Ahora bien, después de casi treinta años, la iniciativa en comento, retoma la institución  y contempla la situación económica y la celeridad del procedimiento, como aspectos a tomar en consideración para rescatarla. 

Por lo que a la situación económica se refiere, si bien es cierto que el procedimiento de divorcio, voluntario o contencioso, requiere de un abogado; también lo es, que el Estado cuenta con Defensorías de Oficio para atender jurídicamente a las personas de escasos recursos y que no puedan costear los servicios profesionales de un abogado particular, por lo que en definitiva, la condición económica de la persona, no es decisiva para apoyar la institución.

En otro orden de ideas, si bien es cierto que es de interés general y social que los matrimonios sean instituciones estables y de una  disolución sujeta a una serie de requisitos; lo es también, el que los hogares no sean foco de disgusto y violencia; y, si no están en juego los derechos ni la estabilidad  de los hijos, porque no los hay, o porque habiéndolos han llegado a la mayor edad, y no se lesionan derechos de tercero, debe disolverse el vínculo matrimonial con toda rapidez para evitar un daño mayor; por lo que es la celeridad en el procedimiento, lo que da consistencia a la institución.

Es por ello que estas Comisiones Unidas de Gobernación y Puntos Constitucionales y de Justicia, consideran que la institución propuesta deba ser retomada con algunas adecuaciones de forma, más que de fondo, las cuales se proponen al texto del artículo, para quedar como sigue:

Articulo 369 Bis.- El divorcio administrativo procede cuando habiendo transcurrido un año o más de la celebración del matrimonio, los cónyuges mayores de edad convienen en divorciarse, no tengan hijos o teniéndolos sean mayores de edad, capaces y no requieran alimentos o alguno de los cónyuges, que la mujer no esté embarazada y se haya liquidado previamente la sociedad conyugal si el matrimonio se contrajo bajo ese régimen. Los cónyuges se presentarán ante el Oficial del Registro Civil de su domicilio, y exhibirán su solicitud por escrito, de la cual levantará acta el funcionario y los citará en un término de 15 días para que se presenten a ratificarla.

Una vez ratificada, el Oficial del Registro Civil los declarará divorciados, levantará el acta correspondiente  y hará las anotaciones en el acta de matrimonio respectiva.

No surtirá efectos legales el divorcio administrativo, si se comprueba que los cónyuges son menores de edad, tienen hijos menores, o mayores de edad incapaces o que requieran de alimentos, o si alguno de los cónyuges requiere alimentos, o  la sociedad conyugal no esta liquidada; además, se harán acreedores a la sanción a que haya lugar.

Consecuentes con las consideraciones que anteceden y por las razones que en ellas se expresan, resulta pertinente emitir el siguiente

DICTAMEN

ÚNICO.- Por lo expuesto y fundado, estas Comisiones Unidas de Gobernación y Puntos Constitucionales, y de Justicia, estiman que con las adecuaciones hechas, debe aprobarse la Iniciativa para adicionar el Código Civil Para el Estado de Coahuila de Zaragoza, con un artículo 369 Bis, para quedar como sigue:

Articulo 369 Bis.- El divorcio administrativo procede cuando habiendo transcurrido un año o más de la celebración del matrimonio, los cónyuges mayores de edad convienen en divorciarse, no tengan hijos o teniéndolos sean mayores de edad, capaces y no requieran alimentos ellos o alguno de los cónyuges, que la mujer no esté embarazada y se haya liquidado previamente la sociedad conyugal si el matrimonio se contrajo bajo ese régimen. Los cónyuges se presentarán ante el Oficial del Registro Civil de su domicilio, y exhibirán su solicitud por escrito, de la cual levantará acta el funcionario y los citará en un término de 15 días para que se presenten a ratificarla.

Una vez ratificada, el Oficial del Registro Civil los declarará divorciados, levantará el acta correspondiente  y hará las anotaciones en el acta de matrimonio respectiva.

No surtirá efectos legales el divorcio administrativo, si se comprueba que los cónyuges son menores de edad, tienen hijos menores, o mayores de edad incapaces o que requieran de alimentos, o si alguno de los cónyuges requiere alimentos, o  la sociedad conyugal no esta liquidada; además, se harán acreedores a la sanción a que haya lugar.

TRANSITORIO 

PRIMERO.- El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.

Así lo acuerdan los Diputados integrantes de las Comisiones Unidas de Gobernación y Puntos Constitucionales y Justicia, de la Quincuagésimo Séptima Legislatura del Congreso del Estado, Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, Diputado Francisco Saracho Navarro ( Coordinador ), Diputado Román A. Cepeda González, Diputado Juan Alejandro de Luna González, Diputado Demetrio A. Zuñiga Sánchez, Diputado Guadalupe Sergio Resendíz Boone, Diputado José Ignacio Máynez Varela,  Diputado Jesús Manuel Pérez Valenzuela, Diputado Virgilio Maltos Long, Diputado Lorenzo Dávila Hernández, Diputado José Francisco Cortés Lozano ( Coordinador ), Diputado José Antonio Jacinto Pacheco, Diputado Francisco Saracho Navarro, Diputado Román Alberto Cepeda González, diputado Demetrio Antonio Zuñiga Sánchez, Diputado José Luis Alcalá de la Peña, Diputado Juan Carlos Ayup Guerrero, Diputado Lorenzo Dávila Hernández, Diputado José Refugio Sandoval Rodríguez. Saltillo, Coahuila, a 15 de noviembre de 2006. 
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DICTAMEN de las Comisiones Unidas  de Gobernación y Puntos Constitucionales y de Justicia, de la Quincuagésimo Séptima Legislatura  del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, relativo a la Iniciativa de Decreto para reformar los artículos 494, 497 y 500 Bis del Código Civil, propuesta por las C. C. Diputadas Jeanne Margaret Snydelaar Hardwicke y Julieta López Fuentes y el C. Diputado Javier Z Cruz Sánchez, del Grupo Parlamentario “ Jesús Reyes Heroles ”, del Partido Revolucionario Institucional; y,

R E S U L T A N D O

PRIMERO.-  Que en sesión ordinaria celebrada por el Pleno del Congreso el día 14 de Noviembre del año en curso, se acordó turnar a las Comisiones Unidas  de Gobernación y Puntos Constitucionales y de Justicia,  la propuesta a que se ha hecho referencia.

SEGUNDO.- Que en cumplimiento de dicho acuerdo, se turnó a las Comisiones Unidas  de Gobernación y Puntos Constitucionales y de Justicia, de la Quincuagésimo Séptima Legislatura  del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, la Iniciativa de Decreto para reformar los artículos 494, 497 y 500 Bis del Código Civil, propuesta por las C. C. Diputadas Jeanne Margaret Snydelaar Hardwicke y Julieta López Fuentes y el C. Diputado Javier Z Cruz Sánchez, del Grupo Parlamentario “ Jesús Reyes Heroles ”, del Partido Revolucionario Institucional; y,

C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.- .- Que estas Comisiones Unidas de Gobernación y Puntos Constitucionales y de Justicia,  con fundamento en los artículos 97, 102 fracciones I, y V, 103 fracción I, 107 fracción I y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado, son competentes para emitir el presente dictamen.

SEGUNDO.-  La Iniciativa de Decreto para reformar los artículos 494, 497 y 500 Bis del Código Civil, propuesta por las C. C. Diputadas Jeanne Margaret Snydelaar Hardwicke y Julieta López Fuentes y el C. Diputado Javier Z Cruz Sánchez, del Grupo Parlamentario “ Jesús Reyes Heroles ”, del Partido Revolucionario Institucional, se basa en las consideraciones siguientes:

“ Al margen de la legislación de un país determinado, la experiencia Jurídica enseña que por adopción suele entenderse aquel acto o negocio de derecho privado, por virtud del cual entre adoptante o adoptantes y adoptado surgen vínculos jurídicos idénticos, o, al menos, análogos a los que resultan de la procreación entre padres e hijos.

Siendo probablemente una de las instituciones familiares más contingentes, y, en consecuencia, más moldeables por el legislador, está basada, sin embargo, en la naturaleza de las cosas, pues responde, en principio, a la idea de dar un hogar a los menores que de él carecen mientras que se cumple un deseo de paternidad de los matrimonios infértiles.

La adopción es una institución familiar, que a recientes fechas ha experimentado diversas reformas legislativas, en las cuales se ha cuidado siempre el interés. superior del menor.

En esa tesitura, quienes promovemos la presente iniciativa, consideramos oportuno realizar algunas modificaciones al Código Civil de Coahuila, en relación a la figura jurídica de adopción, a fin de que exista congruencia en las disposiciones a reformar.

Establecido lo anterior, es dable apuntar que el Artículo 494 del Código Civil de Coahuila dispone que en el caso de que uno de los contrayentes haya adoptado antes de contraer matrimonio, el otro cónyuge podrá adoptar en la misma fecha del matrimonio o con posterioridad; supuesto el anterior que resulta incongruente con la realidad, dada la serie de requisitos que señala el Artículo 493 de la Legislación en comento, que en este caso debe satisfacer el cónyuge que pretende adoptar, lo cual a todas luces tendría que verificarse con posterioridad a la celebración del contrato de matrimonio.

Por su parte el Artículo 497 del Ordenamiento legal propuesto a reforma, establece que para que pueda tener lugar la adopción, debe otorgase el consentimiento ante la Procuraduría de la Familia o ante Notario Público, señalando la norma que en este segundo caso, deberá ser ratificado ante la autoridad judicial competente, no obstante que el Notario Público goza de fe pública y que sus actos son realizados de buena fe; motivo por el cual se propone que el consentimiento otorgado ante Notario Público, en los supuestos establecidos en el citado numeral, no requieran de ser ratificados ante la autoridad judicial, dadas las consideraciones anteriores.

Por ultimo, es oportuno señalar que el Artículo 500 bis del Código Civil de Coahuila, determina que el Sistema para el Desarrollo Integral de la Familia a través del Consejo Técnico de Menores, conocerá de las solicitudes de adopción que se presenten ante el propio organismo, siendo que el Consejo Técnico que debe conocer de estas solicitudes, es el Consejo Técnico de Adopciones y no como erróneamente se dispone que será el de Menores.

Conforme a lo anteriormente expuesto, sometemos a la consideración de ésta H. Legislatura de Coahuila, el siguiente: PROYECTO DE DECRETO” 

TERCERO.-  Como con acierto se asienta en la exposición de motivos, no resulta posible que uno de los cónyuges pueda adoptar en la misma fecha del matrimonio a quien haya sido adoptado con anterioridad por el otro cónyuge.

Lo anterior es así, pues para que proceda la adopción se requiere de la homologación del Juez en materia Familiar; y ésta no se obtiene, sino después de seguir el procedimiento establecido en el Código Procesal Civil, por lo que el supuesto previsto en el artículo 494 del Código Civil, cuya reforma se propone, resulta meramente hipotético ante la imposibilidad fáctica de que se de, ya que no es posible que se pueda adoptar en la misma fecha del matrimonio, por lo que debe suprimirse ese supuesto y dejar únicamente la opción de que el cónyuge adopte con posterioridad al hijo adoptivo de su consorte.

Les asiste también la razón a los autores de la iniciativa cuando manifiestan que el Notario Público es un fedatario dotado de Fe Pública; expresamente en el artículo 2° de la Ley del Notariado se establece que el Notario es una persona investida de fe pública, autorizado para autentificar los actos y hechos a los que los interesados deseen dar forma, conforme a la ley.

Si lo anterior es así, resulta excesivo que el consentimiento otorgado ante Notario para una adopción, tenga que ser ratificado ante la presencia judicial, por lo que se considera pertinente la reforma propuesta al artículo 497.

Finalmente, la reforma que se propone al artículo 500 Bis, para adecuar su redacción, esta comisión la considera inecesaria, ya que el precepto se refiere al Consejo Técnico de Menores, como dependencia del Sistema Para el Desarrollo Integral de la Familia; y, debe ser el Consejo Técnico de Adopciones, dicha adecuación ya se encuentra prevista en el Ordenamiento legal vigente. 

Consecuentes con las consideraciones que anteceden y por las razones que en ellas se expresan, resulta pertinente emitir el siguiente

DICTAMEN

ÚNICO.- Por lo expuesto y fundado, estas Comisiones Unidas de Gobernación y Puntos Constitucionales, y de Justicia, estiman que debe aprobarse el proyecto de decreto que reforma los artículos 494 y 497 del Código Civil, para quedar como sigue:

ARTÍCULO ÚNICO. Se reforman los Artículos 494 y 497, del Código Civil para el Estado de Coahuila de Zaragoza, para quedar de la manera siguiente:

ARTÍCULO 494.- Los cónyuges pueden adoptar, cuando los dos estén conformes en considerar al adoptado como hijo. En el caso de que uno de los contrayentes haya adoptado antes de contraer matrimonio, el otro cónyuge podrá adoptar con posterioridad a la fecha del matrimonio, al hijo adoptivo de su cónyuge, siempre que se cumpla con lo dispuesto por el artículo anterior. Si no se quiere o no se puede adoptar por no cumplir con los requisitos que establece la ley, el hijo o hijos adoptivos del cónyuge que contrajo matrimonio, vivirán con éste en el domicilio conyugal, aun cuando se oponga el otro cónyuge.

ARTÍCULO 497.- Para que la adopción pueda tener lugar deberán consentir en ella, en sus respectivos casos:

l. El que ejerce la patria potestad sobre el menor que se trate de adoptar.

11. El tutor del que se va a adoptar.

111. Las personas que hayan acogido al que se pretende adoptar y lo traten como a hijo cuando no hubiere quien ejerza la patria potestad sobre él ni tenga tutor.

IV. El Ministerio Público del lugar del domicilio del adoptado, cuando éste no tenga padres conocidos, ni tutor ni persona que ostensiblemente le imparta su protección y lo haya acogido como hijo.

Si el menor que se va a adoptar tiene más de catorce años, también se necesita su consentimiento para la adopción.

El consentimiento otorgado en términos de ley ante la Procuraduría de la Familia o ante Notario Público, previa identificación fehaciente de quien deba otorgarlo, surtirá todos sus efectos legales sin que se requiera su posterior ratificación ante la presencia judicial.

TRANSITORIOS

PRIMERO.- Este Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado.

SEGUNDO.- Se derogan todas las disposiciones legales que se opongan a presente Decreto.

Así lo acuerdan los Diputados integrantes de las Comisiones Unidas de Gobernación y Puntos Constitucionales y Justicia, de la Quincuagésimo Séptima Legislatura del Congreso del Estado, Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, Diputado Francisco Saracho Navarro ( Coordinador ), Diputado Román A. Cepeda González, Diputado Juan Alejandro de Luna González, Diputado Demetrio A. Zuñiga Sánchez, Diputado Guadalupe Sergio Resendíz Boone, Diputado José Ignacio Máynez Varela,  Diputado Jesús Manuel Pérez Valenzuela, Diputado Virgilio Maltos Long, Diputado Lorenzo Dávila Hernández, Diputado José Francisco Cortés Lozano ( Coordinador ), Diputado José Antonio Jacinto Pacheco, Diputado Francisco Saracho Navarro, Diputado Román Alberto Cepeda González, diputado Demetrio Antonio Zuñiga Sánchez, Diputado José Luis Alcalá de la Peña, Diputado Juan Carlos Ayup Guerrero, Diputado Lorenzo Dávila Hernández, Diputado José Refugio Sandoval Rodríguez. Saltillo, Coahuila, a 21 de noviembre de 2006. 
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DICTAMEN de la Comisión de Gobernación y Puntos Constitucionales, de la Quincuagésimo Séptima Legislatura  del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, relativo a la Iniciativa para reformar los artículos 49, 53, segundo párrafo, 67 fracciones XX y XL, 73 fracción VII, 84 fracción IV, V y X; adición de un segundo párrafo al  artículo 49, con las fracciones I y II, el segundo y último párrafo del artículo 53 de la Constitución Política del Estado, propuesta por el C. Diputado José Ignacio Máynez Varela, del Grupo Parlamentario “ Vicente Fox Quesada ” del Partido Acción Nacional, conjuntamente con la C. Diputada Silvia Guadalupe Garza Galván, y los C. C. Diputados Jesús  Manuel Pérez Valenzuela y Luis Alberto Mendoza Balderas; y, 

R E S U L T A N D O

PRIMERO.-  Que en sesión ordinaria celebrada por el Pleno del Congreso el día 7 de Noviembre del año en curso, se acordó turnar a la Comisión  de Gobernación y Puntos Constitucionales,  la propuesta a que se ha hecho referencia.

SEGUNDO.- Que en cumplimiento de dicho acuerdo, se turnó a la Comisión  de Gobernación y Puntos Constitucionales, de la Quincuagésimo Séptima Legislatura  del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, la Iniciativa para reformar los artículos 49, 53, segundo párrafo, 67 fracciones XX y XL, 73 fracción VII, 84 fracción IV, V y X; adición de un segundo párrafo al  artículo 49, con las fracciones I y II, el segundo y último párrafo del artículo 53 de la Constitución Política del Estado, propuesta por el C. Diputado José Ignacio Máynez Varela, del Grupo Parlamentario “ Vicente Fox Quesada ” del Partido Acción Nacional, conjuntamente con la C. Diputada Silvia Guadalupe Garza Galván, y los C. C. Diputados Jesús  Manuel Pérez Valenzuela y Luis Alberto Mendoza Balderas; y, 

C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.- .- Que esta Comisión, con fundamento en los artículos 97, 102 fracciones I, 103 fracción I, y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado, es competente para emitir el presente dictamen.

SEGUNDO.-  La Iniciativa de Decreto para reformar los artículos 49, 53, segundo párrafo, 67 fracciones XX y XL, 73 fracción VII, 84 fracción IV, V y X; adición de un segundo párrafo al  artículo 49, con las fracciones I y II, el segundo y último párrafo del artículo 53 de la Constitución Política del Estado, propuesta por el C. Diputado José Ignacio Máynez Varela, del Grupo Parlamentario “ Vicente Fox Quesada ” del Partido Acción Nacional, conjuntamente con la C. Diputada Silvia Guadalupe Garza Galván, y los C. C. Diputados Jesús  Manuel Pérez Valenzuela y Luis Alberto Mendoza Balderas, se basa en las consideraciones siguientes:

“ El informe de gobierno es un tema que en los últimos años se discute como parte de la agenda nacional con efectos a nivel estatal. Se habla de que el formato del informe está plenamente rebasado, que la oposición no puede responder un informe que ni siquiera ha tenido la oportunidad de conocer, que es indigno que el titular del Poder Ejecutivo no esté presente cuando la oposición fija su postura, que la sesión por ende, no responde a la situación actual de nuestra democracia y pluralidad política Y que, por tanto, debe reformarse las reglas en que se rinde el informe ante el legislativo​

Si uno revisa los contenidos de opinión pública expresados en los medios antes y después de rendirse un informe   de gobierno en cualquier lugar, sea en el ámbito federal o estatal se constatará esta idea.. No hay líder político, tanto de  la oposición corno del partido gobernante que señale que, ante todo, deben de comenzar a reformar el formato del informe porque ya no responde a las expectativas de la sociedad

Si esto es así.. ¿por qué entonces no se han cambiado las reglas? No hay propuestas, falta voluntad política o no se llegan a los acuerdos con los partidos representativos en el congreso. Es un poco de todo, pues en realidad existen pocas iniciativas que busquen sustituir la forma en que se lleva a cabo la sesión para recibir el informe del ejecutivo y, además, los partidos políticos no se han puesto de acuerdo en este tema por la coyuntura de mantener el status quo cuando se encuentran en el poder.

Me parece, en consecuencia, importante comenzar a discutir este tema a través de propuestas que pongan en la mesa de la discusión la mejor forma de regular la rendición del informe de gobierno. Si todos estamos de acuerdo en cambiar el formato que respondió a otro momento político, todos debemos estar de acuerdo en buscar la mejor forma de regular este acto republicano en la situación actual en que vivimos donde prevalece la pluralidad política.

La presente iniciativa pretende abrir formalmente la discusión en el Estado, porque desde hace tiempo la opinión pública también reclama una nueva forma de presentar el informe de gobierno del Gobernador. Pretendemos diseñar en la Constitución Local las reglas mínimas que nos parecen razonables y aceptables en el marco de una democracia en donde la rendición de cuentas se haga de manera permanente y con plena vocación parlamentaria, a fin de que el informe de gobierno se convierta en realidad en un mensaje político del Ejecutivo y en la comparencia constante, cada mes, que deberá realizar para discutir, analizar y evaluar el estado que guarde ]a administración pública, de cara a la sociedad y con un debate abierto, crítico y responsable.

En efecto, es una propuesta que tiene a elaborar las notas que caracterizan a un régimen presidencial con orientación a un semi​parlamentarismo que lo controle, vigile y evalué.. En los últimos años, la doctrina en México ha puesto el énfasis en proponer que sean los propios estados de la república los que en su régimen local puedan empezar a ensayar algunas fórmulas parlamentarias, propias del sistema europeo, para controlar el modelo que ha hecho del ejecutivo un régimen ya rebasado. En estos regímenes parlamentarios la rendición de cuentas es permanente ante el representante del pueblo. Cada semana el jefe de gobierno debate con la oposición los temas de la agenda política del momento y de los contenidos de la acción pública, a fin de explicar, justificar e informar a la sociedad la situación del gobierno. Es una práctica que fortalece a las instituciones, pues por un lado, el ejecutivo está en la mira continua del parlamento y la oposición tiene que estar preparada para evaluar los resultados de la gestión del gobierno. unos y otros se tienen, por tanto, que preparar en forma profesional para debatir de cara a la sociedad la situación de los actos de gobierno, lo cual permite un círculo virtuoso de control y de información en beneficio de una sociedad abierta y democrática.

Pues bien, el informe de gobierno en México está rebasado. Su razón se explica en el régimen presidencial que prevaleció en el siglo XX. No había otra directriz que la del presidente, no había otro momento espectacular para conocer de la situación del país que el día del informe, no había, en suma, otro espacio para dialogar con los representantes del pueblo que el informe de gobierno.

Muchos recordamos, incluso los propios priístas lo reconocen, que la tradición presidencial en el México contemporáneo, generó que el día del informe se convirtiera en el día en el que el presidente enseñaba, si los tenía, sus mejores dotes como orador y los legisladores nada más lo escuchaban. Eran horas y horas de un discurso político, de cifras sin sentido, de mensajes retóricos y de un impasse legislativo que hacía irrelevante ese acto republicano de rendición de cuentas. Este formato la sociedad actual no lo acepta y, por ende, se tiene que modificar, más cuando esos ritos reverénciales a la figura presidencial se reproducían con peores costumbres en los estados, tan solo habría que recordar que en el sexenio pasado el informe de gobierno se rendía como un acto en donde el gobernador era el único protagonista del evento, lo cual indignaba al congreso, a sus instituciones y al pueblo. Existieron informes, incluso, en donde la posición crítica de un partido de oposición era abucheada por la audiencia, cuando justamente el acto del informe se trata de conocer la postura de una fuerza política que debía ser escuchada, por más incómoda que fuera. A nivel nacional, lo hemos visto todos, los informes cada vez más son actos infuncionales, en donde las interpelaciones de la oposición y ahora la toma de la tribuna hace imposible el diálogo entre la figura del ejecutivo con el congreso, todo lo cual se debe en mucho por el formato rebasado que no permite la libre discusión de las ideas.

Por lo tanto, el contexto actual obliga a ser más respetuosos de las instituciones. Es más hace algunos días el gobernador actual declaró ante los medios que él no estaba de acuerdo con ese tipo de ritos y que proponía cambiar el formato para comparecer en el Congreso del Estado y allí enviar un mensaje político para definir el rumbo de la política pública en nuestra entidad. En eso estamos de acuerdo y esta propuesta, en primer lugar, va en ese sentido, a fin de que el informe implique que el Ejecutivo comparezca a la sede del Congreso del Estado y en esa tribuna exprese un mensaje político de su gobierno. En lo que estamos en desacuerdo, es nuevamente en hacer del informe un acto de campaña y de imagen para el gobernante. Pues el gobernador señaló a los medios que después él se reuniría con su clase política, para ser aplaudido y vanagloriado por una audiencia afín a él como señala la crítica de la opinión pública. Eso es lo que se tiene que acabar por respeto a nuestras instituciones y porque se propone sustituir esas verbenas proselitistas y de culto a la imagen con la obligación permanente del Ejecutivo de comparecer al Congreso para discutir la agenda estatal. Pues además de ello, la costumbre política revela un gasto excesivo en la difusión de la imagen del político que es el gobernador, lo cual se acentúa en los días posteriores al informe con mensajes sin contenido, con lo cual resulta todo un gasto irracional y absurdo para únicamente posicionar la imagen de un gobernante, en lugar de informar realmente a la ciudadanía sobre los actos de gobierno. Debemos, pues, rechazar las simulaciones del actual informe y de todo lo que lleva aparejado en esta cultura política ya rebasada.

El informe de gobierno, por definición, es un acto de informar, de dar cuenta de la situación de la administración pública, es decir, se trata de un acto de transparencia informativa. No obstante hay que tener claro que esta idea como único momento que tenía el ciudadano para conocer la información del gobierno como lo señaló la Suprema Corte de Justicia de la Nación, también ha sido superada con los nuevos cambios del derecho a la información.

Hoy contamos con una legislación de acceso a la información pública que en realidad hace innecesaria esta obligación. Antes, el informe era el único momento en que la población conocía la información pública, hoy tiene a su alcance un derecho que le permite conocer esa información cuando el quiera, aunque el Ejecutivo no le informe.

Esta situación tiene que valorarse para modificar el formato, porque aunque sea una realidad que el acceso a la información pública en Coahuila está en crisis por la estrategia del gobierno actual por mantener la opacidad, tal como lo ha denunciado la opinión pública en los últimos días, lo cierto es que este nuevo derecho fundamental hace innecesario un solo y único acto de informar, porque ahora se debe informar cada vez que el ciudadano quiere ser informado y siempre que el Estado cumpla cabalmente la información de oficio que conforme a la ley tiene que poner a disposición del publico en general.

En efecto, resultaría incluso innecesario que el gobierno haga su informe anual si esa información la sube a la red del Internet y cumple con lo que dispone la legislación vigente. El gobierno le ahorraría al pueblo un gasto excesivo de su dinero para destinado mejor a las prioridades sociales.

En tal sentido, resulta mejor que el Ejecutivo comparezca mensualmente ante el congreso para discutir los temas de la agenda y así, efectivamente, tener a disposición de la sociedad la información necesaria para conocer la situación de la administración pública porque las comparecencias evaluarían con los diputados ese tipo de cosas en forma continúa, abierta y eficaz.

Por todo ello, lo que proponemos aquí es:

1) Establecer la obligación del Ejecutivo de entregar por escrito y en la sede del Congreso, un informe general de la administración pública cuyo contenido se determinará en forma exhaustiva por la Ley Orgánica del Congreso. En ella nada más se expresará un mensaje político del Ejecutivo, la oposición fijará su postura y no habrá otros eventos diferentes para evitar el faranoismo ( sic ) político y el gasto excesivo e inútil.

2) La obligación del Ejecutivo de comparecer en forma mensual ante el Congreso para discutir la agenda estatal, a fin de evaluar la situación actual de las políticas y acciones de gobierno de manera permanente y no una vez al año corno ahora se hace en la glosa del informe que es incompleta.

3) La obligación de los Secretarios del ramo y demás funcionarios del Poder Ejecutivo a fin de comparecer ante el Congreso cuantas veces sean requeridos por el congreso, con el objeto de eliminar igualmente los actos protocolarios en que se traduce la glosa del informe y tener un contacto más permanente con las áreas del ejecutivo para evaluar día a día su funcionamiento.

Señores legisladores y legisladoras:

La sociedad reclama resultados y avances. No les interesa reuniones ni eventos faraónicos, mucho menos gastos excesivos para promover la imagen del gobernante. Le importa, a la sociedad, que sus representantes populares en realidad hagan de la política el espacio y el lugar para discutir las mejores soluciones a nuestros problemas. Esa es nuestra obligación y nuestra razón de ser.

Esta iniciativa tiene por objeto cambiar las reglas que han dejado de funcionar y construir las que deben regir nuestra convivencia parlamentaria. Todos están de acuerdo en ello. Basta tener conciencia, voluntad y un poco de dignidad para discutir y, en su caso, aprobar esta reforma que tiene por objeto fortalecer nuestras instituciones democráticas.

Estas reglas, por último, se proponen establecerse a nivel constitucional local por tratarse de temas fundamentales, para luego presentar en su momento la reforma a la Ley Orgánica del Congreso que tendrá por objeto detallar estos temas.”

TERCERO.-  La obligación constitucional para que el Ejecutivo rinda un informe ante el Congreso, la encontramos, a nivel federal en el artículo 69, que impone al Presidente de la República la obligación de asistir  y presentar un informe por escrito a la apertura de Sesiones Ordinarias del Primer  Período del Congreso; y, a nivel local, en el artículo 49 que obliga al Gobernador del Estado a comparecer cada año al Congreso, , dentro de los primeros quince días del segundo período ordinario de sesiones, a rendir un informe del estado general que guarda la administración pública del Estado. 

Así las cosas, tanto a nivel federal como local, la obligación del Ejecutivo es comparecer anualmente ante el Congreso a rendir un informe del estado que guarda la administración  pública, lo que representa un buen sistema de administración, pues aún en la iniciativa privada observamos que los balances y por ende la rendición de cuentas y resultados es anual.

El sistema semiparlamentario que propone la reforma al artículo 49 de la Constitución Política local, al establecer como obligación de gobernador comparecer personalmente cada mes del año a discutir la agenda estatal, entraña un despropósito jurídico, toda vez que el régimen parlamentario y el presidencial son diametralmente opuestos, pues en este último no hay un consejo de ministros cuya composición, situación y competencia dependa del parlamento, sino que los secretarios de Estado derivan su nombramiento y mantienen su permanencia en el cargo por determinación presidencial o del ejecutivo estatal, en su caso, sin que puedan formar un cuerpo decisorio y ejecutivo distinto y hasta potencialmente opuesto al titular del ejecutivo. Por lo demás, en un sistema presidencial el titular del órgano administrativo o ejecutivo supremo de la entidad estatal, proviene jurídicamente de la voluntad popular, como expresión mayoritaria de la ciudadanía; por ende, no puede estar supeditado al órgano legislativo como acontece en un sistema parlamentario o en un sistema hibrido como el que se propone, que ni es presidencial ni es parlamentario y en el que se  vulnera seriamente la división de poderes. 

Desafortunada también resulta la prohibición que se pretende imponer al Ejecutivo para impedirle otros eventos sobre su informe, pues dicha práctica además de poner en contacto al Ejecutivo del Estado con diversos actores de la vida política económica y cultural del Estado, permite una mayor difusión de la situación que éste guarda, por lo que prohibir  dicha práctica legislativamente, implica supeditar una actividad del Poder Ejecutivo a una decisión del Poder Legislativo, con el consiguiente demérito de la división de poderes, producto de un sistema hibrido, que como ya se asentó, no es ni parlamentario ni presidencialista.

La pretensión de discutir la programación y el contenido de la agenda estatal por parte del legislativo y las fuerzas políticas en el representadas, entraña una violación al artículo 116 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, que prohíbe la reunión de dos o más de los Poderes en una sola persona o corporación, pues la propuesta, francamente parlamentaria, no se compagina con el Sistema Constitucional nuestro, que es presidencialista; por lo que también en ese sentido, la iniciativa de reforma para implementar en el Estado un régimen                    semiparlamentario pugna con la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, que por definición propia es la ley suprema del país.

En la misma tónica se encuentra la reforma al párrafo segundo del artículo 53 de la Constitución Política del Estado, que faculta al Pleno del Congreso del Estado, a la Diputación Permanente o a las Comisiones que correspondan, para solicitar por sí mismas la comparecencia del Gobernador del Estado, de los Secretarios del Ramo, del Procurador General de Justicia y de quienes dirijan entidades paraestatales o de cualquier  funcionario bajo el mando del Ejecutivo, pues la reforma es propia de un sistema parlamentario, cuya asamblea de representantes populares concentra la función legislativa y ejecutiva, está última a través del gabinete, cuyos integrantes forman parte de aquélla, lo que no acontece en un sistema como el nuestro, ya que el Gobernador es electo por voluntad popular, y conforme a la Constitución local y a la Ley orgánica de la Administración Pública,  es el titular del Poder Ejecutivo y Jefe de la Administración Pública del Estado; luego, no es posible constitucional ni legalmente, en un régimen como el nuestro, supeditar al Gobernador y a las dependencias y entidades con que se auxilia, a la voluntad del Poder Legislativo, pues al no ser un régimen parlamentario, “ el gabinete ” no forma parte integrante de la función legislativa; y por lo mismo, entre los titulares de las dependencias y entidades  y el Congreso,  y menos aún de las Comisiones, no existe ninguna relación jurídico política directa, como sucede en un régimen parlamentario. 

Por las razones que anteceden, también resulta contraria a derecho la reforma que se pretende a las fracciones XX  y XL del artículo 67 de la Constitución Política Local, así como la adición a la fracción VII del artículo 73; pues entre el Gobernador del Estado, los titulares de las dependencias y entidades con que se auxilia y el Pleno del Congreso, la Diputación Permanente y menos aun las Comisiones,  hay una relación jurídico política que supedite al Poder Ejecutivo al Legislativo, como pretende la reforma al instaurar un sistema parlamentario, contrario a nuestra tradición político jurídica, que se inclina por un sistema presidencial. 

Corolario de las consideraciones que anteceden, es la improcedencia de las reformas que se proponen a las fracciones IV, V y X del artículo 84 de la Constitución Política del Estado, referente a los deberes del Gobernador, pues en un sistema presidencial, como es el nuestro, el predominio gubernativo corresponde al órgano ejecutivo. En el ámbito de la administración pública estatal, él es quien concentra todas las facultades que ejerce directa y personalmente o por conducto de las autoridades subordinadas de diferente categoría y competencia material colocadas en una relación jerárquica; lo anterior, en forma alguna constituye una autocracia ya que  en función  de la separación de poderes, al segregarse de ese ámbito de competencia las funciones legislativa y judicial, la administración pública se encuentra sometida al imperio de la ley, pues conforme al principio de separación de poderes, incumbe a los órganos legislativos y judiciales del Estado, dentro de su respectiva esfera competencial, el desempeño de la actividad de control, lo que no implica tampoco, supeditar el Poder Ejecutivo a las decisiones del Legislativo, ya que al no ser el nuestro un régimen parlamentario, “ el gabinete ” no forma parte del Poder Legislativo.

Consecuentes con las consideraciones que anteceden y por las razones que en ellas se expresan, resulta pertinente emitir el siguiente

DICTAMEN

ÚNICO.- Por las razones expuestas, deberá desestimarse la reforma a los artículos 49, 53, segundo párrafo, 67 fracciones XXy XL, 73 fracción VII, 84 fracción ( sic ) IV, V y X, y la adición de un segundo párrafo al artículo 49 con las fracciones I y II, y el segundo y último párrafo del artículo 53 de la Constitución Política del Estado, pues al pretender establecer un régimen parlamentario, que supedita al Poder Ejecutivo, a sus dependencias y entidades a las decisiones del Poder Legislativo,  contraría la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, ley suprema en el País, que establece un sistema presidencialista, con una clara separación de poderes.

Así lo acuerdan los Diputados integrantes de las Comisiones Unidas de Gobernación y Puntos Constitucionales y Justicia, de la Quincuagésimo Séptima Legislatura del Congreso del Estado, Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, Diputado Francisco Saracho Navarro ( Coordinador ), Diputado Román A. Cepeda González, Diputado Juan Alejandro de Luna González, Diputado Demetrio A. Zuñiga Sánchez, Diputado Guadalupe Sergio Resendíz Boone, Diputado José Ignacio Máynez Varela,  Diputado Jesús Manuel Pérez Valenzuela, Diputado Virgilio Maltos Long, Diputado Lorenzo Dávila Hernández. Saltillo, Coahuila, a 13 de Noviembre de 2006. 
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DICTAMEN DE LAS COMISIONES UNIDAS DE TRABAJO Y PREVISIÓN SOCIAL Y DE SEGURIDAD PÚBLICA, DE LA QUINCUAGÉSIMA SÉPTIMA LEGISLATURA DEL CONGRESO DEL ESTADO, RESPECTO A LA PROPOSICIÓN CON PUNTO DE ACUERDO SOBRE "EVALUACIÓN DE LAS EMPRESAS DE SEGURIDAD PRIVADA EN COAHUILA".

Dictamen que emiten las Comisiones unidas de Trabajo y Previsión Social y de Seguridad Pública de la Quincuagésima Séptima Legislatura del Congreso del Estado, respecto a la proposición con puntos de acuerdo sobre "evaluación de las empresas de seguridad privada en Coahuila", que presenta la Diputada Silvia Guadalupe Garza Galván, del grupo parlamentario "Vicente Fox Quesada" del Partido Acción Nacional; y 

RESULTANDO

PRIMERO. Que en sesión celebrada el día 27 de junio del año 2006, el Pleno del Congreso del Estado trató lo relativo a una Proposición con Puntos de Acuerdo, que mediante oficio suscrito por el Oficial Mayor, fue turnada a la Comisión de Trabajo y Previsión Social y a la Comisión de Seguridad Pública, para que conjuntamente emitan el dictamen correspondiente. 

SEGUNDO. Que la proposición refiere: "evaluación de las empresas de seguridad privada en Coahuila", y fue presentado por la Diputada Silvia Guadalupe Garza Galván, del grupo parlamentario "Vicente Fox Quesada" del Partido Acción Nacional. 

TERCERO. Que en relación al primero de los puntos de acuerdo se pide: Que las Comisiones unidas del Trabajo y Previsión Social y de Seguridad Pública, investiguen todo lo relativo a las empresas de seguridad privada en Coahuila, especialmente lo referente a sus licencias y permisos, así como todo lo relativo a los sueldos y prestaciones que pagan a sus trabajadores y que de todo lo recabado se brinde un informe a esta soberanía

CUARTO. Que en el segundo de los puntos de acuerdo se pide: Que se haga un atento exhorto a la Secretaría de Seguridad Pública y a la Secretaría de Gobierno, para que en lo sucesivo implementen una mayor vigilancia y control sobre estas empresas, y sobre los requisitos de operación que deben cumplir. Que igualmente se implemente una vigilancia mayor sobre los sueldos y prestaciones mínimas que los trabajadores de las mismas deben tener conforme a derecho. 

QUINTO. Que la proposición con sus puntos de acuerdo fue turnada a las comisiones que suscriben el presente, para su estudio y posterior dictamen; y 

CONSIDERANDO

PRIMERO. Que las Comisiones de Trabajo y Previsión Social y de Seguridad Pública son competentes para conocer y resolver sobre los asuntos turnados por el Pleno del Congreso y que pueden dictaminar unidas, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 96, 97, 108, 116, 132, 135 y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado de Coahuila. 

SEGUNDO. Que ambas Comisiones, han estudiado con detenimiento la proposición con puntos de acuerdo sometida a su valoración y no existe impedimento alguno para dictaminar al respecto, ya que son competentes para conocer de las condiciones en las que actualmente operan las empresas de seguridad privada en la entidad. 

TERCERO. Que las Comisiones unidas de Trabajo y Previsión Social y de Seguridad Pública reunidas para dictaminar y estando presentes la totalidad de sus integrantes, analizan los hechos del expediente formado con motivo de la proposición con puntos de 

acuerdo recibida conforme a la ley. 

CUARTO. Que se realizo el estudio correspondiente a las empresas de seguridad privada que actualmente operan en Coahuila, obteniendo como resultado que las mismas cumplen con todos y cada uno de los requisitos que les son solicitados para su legal funcionamiento, por este motivo las comisiones unidas no encuentran empresas que en su operación, licencias y permisos necesarios para funcionar, incumplan con la normatividad vigente. 

QUINTO. Que de lo anteriormente expuesto y analizado, estas Comisiones unidas de Trabajo y Previsión Social y de Seguridad Pública, con fundamento en los artículos 96, 99, 102, 108, 130, 131 , 132, 135 y demás relativos de la Ley Orgánica del Congreso del Estado de Coahuila, 

DICTAMEN

PRIMERO. Que ambas comisiones dictaminando unidas consideran atendible la proposición con sus puntos de acuerdo, presentada por la Diputada Silvia Guadalupe Garza Galván, en los términos que quedaron expresados. 

SEGUNDO. Que de conformidad a lo motivado y fundado, con relación al primero de los puntos de acuerdo, estas Comisiones unidas se pronuncian por realizar un exhorto a la Secretaría de Seguridad Pública y a la Secretaría de Gobierno, para que se continúe vigilando el funcionamiento de las empresas de seguridad privada de la entidad implementando mayores mecanismos de control sobre éstas y los requisitos de operación que deben cumplir; reconociendo a su vez, las atenciones brindadas para la realización de la revisión de dichas empresas al poner a consideración de las comisiones del Congreso la información necesaria para el análisis de la operación de cada una de las que actualmente operan y cumplen con la normatividad requerida para su funcionamiento. 

TERCERO. Que estas comisiones unidas determinan no tener las facultades legales para vigilar los sueldos y prestaciones de los trabajadores, por la razón de que este es un ámbito de carácter interno de las empresas con relación a sus trabajadores, dejando a salvo los derechos de los últimos respecto a la negociación de sus sueldos y demás prestaciones mínimas que corresponden conforme a la Ley Federal del Trabajo, para que los hagan valer en la vía idónea y en el momento en que lo consideren oportuno, sin embargo estas Comisiones unidas se pronuncian por realizar un exhorto a la Dirección de Trabajo y Previsión Social del Estado de Coahuila, para que a través de la Procuraduría de Defensa del Trabajo realice las investigaciones correspondientes. 

Así lo acordaron y firman los integrantes de las Comisiones unidas de Trabajo y Previsión Social y de Seguridad Pública, en la Sala de Juntas "Federalismo Mexicano" Saltillo, Coahuila a 13 de noviembre del 2006, los C. Diputados: 

LEOCADIO HERNÁNDEZ TORRES

COORDINADOR DE LA COMISIÓN DE TRABAJO Y PREVISIÓN SOCIAL

MIGUEL ANGEL RIQUELME SOLÍS

COORDINADOR DE LA COMISIÓN DE SEGURIDAD PÚBLICA

RAÚL XAVIER GONZÁLEZ VALDÉS

JULIÁN MONTOYA DE LA FUENTE

JOSÉ FRANCISCO CORTÉS LOZANO

FRANCISCO SARACHO NAVARRO

ALFIO VEGA DE LA PEÑA

JOSÉ ANTONIO JACINTO PACHECO

JESÚS MANUEL PÉREZ VALENZUELA

VIRGILIO MALTOS LONG

Dictamen de la Comisión de Trabajo y Previsión Social de la Quincuagésimo Séptima Legislatura, relativo a la Proposición con Punto de Acuerdo sobre "Investigación de reclamo hecho por ex obreros, respecto al producto de la venta de AHMSA a la iniciativa privada", formulada por la Diputada Silvia Guadalupe Garza Galván y los Diputados José Antonio Jacinto Pacheco, Luis Alberto Mendoza Balderas, del Grupo Parlamentario “Vicente Fox Quesada", del Partido Acción Nacional; y, 

RESULTANDO

PRIMERO.- Que en sesión celebrada por la Diputación Permanente el día 21 de abril de 2006, se trató lo relativo a la proposición a que se alude en el proemio de este Dictamen. 

SEGUNDO.- Al tratarse este asunto, el Pleno del Congreso dispuso que dicha Proposición con Punto de Acuerdo, fuera turnada a la Comisión de Trabajo y Previsión Social para su estudio y los efectos procedentes sobre la misma; y, 

CONSIDERANDO

PRIMERO.- Que esta Comisión, con fundamento en los artículos 132, 248 y 251 de la Ley Orgánica del Congreso del Estado, es competente para emitir el presente dictamen en atención al acuerdo tomado por el Pleno del Congreso.

SEGUNDO.- Que la Proposición con Punto de Acuerdo sobre "Investigación de reclamo hecho por ex obreros, respecto al producto de la venta de AHMSA a la iniciativa privada", formulada por la Diputada Silvia Guadalupe Garza Galván y los Diputados José Antonio Jacinto Pacheco, Luis Alberto Mendoza Balderas, del Grupo Parlamentario "Vicente Fox Quesada", del partido Acción Nacional, se basa en las consideraciones siguientes:

“Son muchos los aspectos a valorar en el caso AHMSA, primero: debemos por todos los medios legales llegar a la verdad y en breve tiempo, debemos hacemos de los documentos o pruebas que sustenten la petición de los quejosos, para saber si es que existen tales beneficios. y en caso de que se verifique su existencia, hay que valorar el aspecto jurídico I histórico y la situación legal actual, es decir, analizar el asunto de la probable prescripción legal de la acción de la justicia, no olvidemos que la mayoría de los delitos fiscales, financieros y los fraudes mismos, tienen una prescripción que en promedio de todos ellos va de los cinco a los 12 años, con algunas excepciones, según la modalidad y las circunstancias de los mismos. El entorno histórico es otro aspecto a revisar, se supone, si la memoria no me engaña, que en esos días la acerera estaba en quiebra o en números rojos, lo que por ciertas cuestiones legales la eximía de cumplir con muchos de los requisitos que debe satisfacer una empresa a la hora de ser enajenada. Es inevitable entonces que se haga un estudio de las leyes de aquella época, entre otras: La Ley Federal del Trabajo, la Ley de Hacienda, La Ley de Sociedades Mercantiles, Ley de Quiebras y todas las demás que hallan tenido relación con la venta de paraestatales a la Iniciativa Privada. 

La situación se complica y se amplía al ver los manifiestos de algunas agrupaciones de ex obreros que además del citado porcentaje de la venta, demandan unos el pago de utilidades pendientes, mientras que otros reclaman unas supuestas primas de antigüedad que no les fueron liquidadas a su salida. En estos dos casos también se requiere de un estudio e investigación profunda, primero para llegar a la verdad, luego para revisar el sustento y la vigencia legal de tales peticiones. 

Como diputados locales no debemos permitir que la situación tome derroteros diferentes a los correctos, no debemos permitir que los coahuilenses demandantes sean movilizados y alimentadas sus esperanzas con cortinas de humo y mentiras." 

TERCERO.- Resulta inadmisible pretender justificar la potestad y el derecho constitucional de los patrones para agruparse primero, y después promover sus intereses y derechos en detrimento directo de los niveles de vida y los intereses de los trabajadores. 

La sindicación patronal para la defensa y mejora permanente de sus utilidades, sólo se consigue, en las relaciones laborales, en perjuicio inevitable y directo de los intereses de los asalariados.

Por otra parte, los que integramos esta comisión dictaminadora consideramos que este derecho es autónomo e inherente a la vida sindical, por lo que su ubicación y su contenido irreductible no depende de la anuencia o las veleidades del legislador para regularlo o no dentro del ordenamiento positivo. 

Puede incluso anticiparse que ante los embates desintegradores del neoliberalísmo que prolija restricciones y prácticas antisindicales, las coaliciones obreras se ensanchan y desarrollan. 

Si por defensa democrática, el sindicato patronal es admitido tanto en la Constitución como en la legislación reglamentaria, su incorporación y abandono por los propios empresarios, así como por su inaceptable eficacia antisocial, como un instrumento de lucha contra los trabajadores, imponen de manera impostergable su proscripción y desconocimiento, para no derivar en violencia y enfrentamiento de clases. 

De lo anterior, fácilmente es demostrar que del conflicto que se desprende de los acontecimientos citados en la Proposición relativa a este Dictamen, deriva una estrecha relación con las atribuciones que facultan al ámbito federal para conocer y operar conforme a los lineamientos apegados a derecho, resguardando los derechos laborales implícitos de los ex obreros que prestaron sus servicios a esta empresa siderúrgica que sin duda es una de las principales productoras de acero en el país. 

Así las cosas, la Proposición con Punto de Acuerdo que ahora se estudia, consistente en que esta Comisión del Trabajo y Previsión Social, investigue en el ámbito de su competencia todo lo referente a la Venta de AHMSA, en especial lo que se refiere al asunto del 5% que reclaman miles de ex obreros, producto de la venta de la misma a la iniciativa privada, de igual forma, que se investigue lo relativo a pagos o prestaciones que hallan quedado pendientes de liquidar a los ex obreros, así como también, solicitar por conducto de la Junta de Gobierno, todos los datos relacionados con el caso de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, al Diario Oficial de la Federación y a las demás dependencias que se juzgue convenientes, resulta a pesar del grado de importancia por el resguardo de los derechos laborales de dichos ex obreros, improcedente, considerando el ámbito competencial de esta Comisión para conocer de los asuntos que se vislumbren en el reflector de la política local del estado.

No obstante lo anterior, esta comisión no se deslinda de la posibilidad de operar ante lo solicitado en el referido Punto de Acuerdo, por lo que en todo caso estima pertinente que mediante un exhorto a la Comisión del Trabajo y Previsión Social de la Cámara de Diputados del Congreso de la Unión, se de respuesta al planteamiento solicitado por la Diputada y los Diputados postulantes del Punto de Acuerdo objeto del presente dictamen, generando con ello un estrecho vínculo de competencia que asegure una eficiente respuesta a lo solicitado. 

Consecuentes con las consideraciones que anteceden, esta Comisión de Trabajo y Previsión Social, estima pertinente emitir el siguiente 

DICTAMEN

PRIMERO.- Que este Congreso del Estado independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, solicite atenta y respetuosamente a la Comisión del Trabajo y Previsión Social de la Cámara de Diputados del Congreso de la Unión, revise e investigue en el ámbito de su competencia, todo lo referente a la venta de AHMSA, en especial lo que se refiere al 5% que reclaman miles de ex obreros, producto de la venta de la misma a la iniciativa privada. 

SEGUNDO.- Que esa misma Comisión de Trabajo y Previsión Social, investigue lo relativo a pagos o prestaciones que hayan quedado pendientes de liquidar a los ex obreros de dicha empresa. 

Así lo acuerdan los Diputados integrantes de la Comisión de Trabajo y Previsión Social de la Quincuagésimo Séptima Legislatura del Congreso del Estado, Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, Diputado Leocadio Hernández Torres (Coordinador), Diputado Raúl Xavier González Valdés, Diputado Julián Montoya de la Fuente, Diputado José Francisco Cortés Lozano, Diputado Virgilio Maltos Long; Saltillo, Coahuila, a 8 de Noviembre de 2006. 

DADO EN LA SALA DE JUNTAS LUIS DONALDO COLOSIO 

DEL CONGRESO DEL ESTADO.

SALTILLO, COAHUILA, A 8 DE NOVIEMBRE DE 2006.

POR LA COMISIÓN DE TRABAJO Y PREVISIÓN SOCIAL.

DIPUTADO LEOCADIO HERNÁNDEZ TORRES.

COORDINADOR

DIPUTADO RAÚL XAVIER GONZÁLEZ VALDÉS.

DIPUTADO JULIÁN MONTOYA DE LA FUENTE

DIPUTADO JOSÉ FRANCISCO CORTÉS LOZANO.

DIPUTADO VIRGILIO MALTOS LONG.

Dictamen de la Comisión de Trabajo y Previsión Social de la Quincuagésimo Séptima Legislatura, relativo a la Proposición con Punto de Acuerdo sobre "Las Afores en México", planteada por el Diputado José Luis Moreno Aguirre, del Grupo Parlamentario “Jesús Reyes Heroles” del Partido Revolucionario Institucional, y,

RESULTANDO

PRIMERO.- Que en sesión celebrada por la Diputación Permanente el día 20 de junio de 2006, se trató lo relativo a la proposición a que se alude en el proemio de este Dictamen. 

SEGUNDO.- Que al haberse cumplido lo anterior, y de conformidad con lo dispuesto por los Artículos 199 y 251 de la Ley Orgánica del Congreso del Estado se dispuso que dicha Proposición con Punto de Acuerdo fuera turnada a esta Comisión de Trabajo y Previsión Social para su estudio y dictamen, y, 

CONSIDERANDO

PRIMERO.- Que esta Comisión, con fundamento en los Artículos 132, 248 y 251 de la Ley Orgánica del Congreso del Estado, es competente para emitir el presente dictamen en atención al acuerdo tomado por el Pleno del Congreso. 

SEGUNDO.- Que la Proposición con Punto de Acuerdo sobre "Las Afores en México", planteada por el Diputado José Luis Moreno Aguirre del Grupo Parlamentario "Jesús Reyes Heroles" del Partido Revolucionario Institucional, se basa en las consideraciones siguientes:

"Es muy común que los trabajadores y usuarios de la Afores no cuenten actualmente con la información suficiente para la elección adecuada y el manejo correcto de su cuenta de ahorro para el retiro, debido a una inadecuada interpretación legal y falta de información más clara y oportuna para quienes tienen su Afore. 

Ante la necesidad de orientación detallada y oportuna que tienen las organizaciones sindicales y los trabajadores en lo individual con respecto a las Administradores de Fondos para el Retiro (AFORES), en ese sentido y no obstante que la afiliación deberá ser resultado de la voluntad individual, es necesario, dotar al trabajador de toda la información correspondiente, otorgándole un servicio de asesoría y actualización permanente por parte de las Administradores de Fondos para el Retiro y en general a las organizaciones sindicales para que apoyados por reuniones de información y distribución de material impreso, informen a los afiliados sobre las Afores, para que en su caso, sirva de referencia a la toma de decisiones y a las gestiones de los trabajadores. 

Sin embargo a mas de nueve años de la implantación del nuevo sistema de pensiones, los trabajadores desconocen en su mayoría su funcionamiento mostrándose indiferentes respecto de su pensión, como la aportación es tan baja, la administración tan burocrática y las restricciones son muy variables, los ahorradores no perciben que se trate de su dinero para la jubilación, razón por la que no se estimulan para en la medida que puedan realicen aportaciones voluntarias para incrementar su fondo. El 93% de quienes cotizan nunca han realizado aportaciones voluntarias, al 75% les resulta indiferente la información que recibe de su Afore, por la forma en que les llega la información de parte de las compañías administradoras y no obstante, un 60% desconocen el cobro por comisiones que realizan las administradoras de las Afores. 

Actualmente el sistema es costoso debido a reglas complejas y restricciones establecidas, como lo es la simple administración de la cuenta, esto implica que no ofrezcan beneficios inmediatos, como retiros parciales o reinversiones a los clientes, así como, mejorar la calidad del servicio. 

Es indispensable que los trabajadores tengan más acceso a la información de las Afores, porque en un futuro el trabajador entrara en serios problemas para su jubilación, si no esta enterado de los movimientos realizados por la compañía administradora del Afore, es decir un trabajador mejor informado será un trabajador con mejor pensión."

TERCERO.- Los afores como instituciones financieras consolidadas dentro de un sistema moderno que está optimizando eficientemente beneficios al sector laboral, constituyen un índice que dentro de los márgenes sociales receptores de ese beneficio, denota una cultura de rendimiento y productividad que perdura complementariamente al esfuerzo que se genera por los servicios prestados a través de las relaciones laborales que deducen una cercana y distinguida constancia por concluir una círculo de rendimiento, hecho que sin duda, atrae tanto al sector privado y público de las empresas que contratan dichos beneficios laborales, sin excluir, por supuesto a los propios trabajadores. 

De lo anterior, se demuestra, que la difusión de este sistema de ahorro para el retiro, es compatible con las expectativas de generar una cercanía y un razonable esparcimiento del uso de esta institución en las relaciones laborales del Estado, generando un vínculo de garantía y respaldo del sostenimiento económico del que gozan los trabajadores jubilados, extendiéndose estos mismos beneficios a aquellos que por las características del empleo que desempeñan, no les era posible contar con esa posibilidad. 

Así las cosas, se deduce que la Proposición con Punto de Acuerdo que ahora se estudia, consiste en que este Congreso del Estado de Coahuila de Zaragoza, exhorte a la Secretaría de Hacienda y Crédito Público por conducto de la Comisión Nacional de los Sistemas de Ahorro para el Retiro, a fin de manifestar a las administradoras de las Afores que realicen campañas publicitarias sobre dichas instituciones, a nivel Nacional, informando de manera clara y precisa todo lo referente al ahorro para el retiro. 

En virtud de lo anteriormente mencionado, se estima procedente enviar dicho exhorto a la Comisión Nacional de los Sistemas de Ahorro para el Retiro, en los términos que menciona el Punto de Acuerdo contenido en la Proposición planteada por el postulante. 

Con las consideraciones que anteceden, esta Comisión de Trabajo y Previsión Social, estima pertinente emitir el siguiente: 

DICTAMEN

UNICO.- Que este Honorable Congreso del Estado de Coahuila de Zaragoza, envíe un atento exhorto a la Secretaría de Hacienda y Crédito Público por conducto de la Comisión Nacional de los Sistemas de Ahorro para el Retiro, para que tengan a bien manifestar a las administradoras de las Afores que realicen campañas publicitarias sobre las Afores a nivel Nacional, en las que se informe de una manera más clara y precisa a los trabajadores de Coahuila y del país, todo lo referente al ahorro para el retiro, pudiéndose informar entre otras cosas: 

A. 
Sobre la situación que guardan los Sistemas de Ahorro anualmente en el país.

B. 
Ampliar más el resumen de movimientos que contienen solamente algunos datos que integran el estado de cuenta. 

C. 
El cobro de las comisiones. 

D.
El número actualizado de trabajadores cada mes, políticas salariales, instrumentos financieros a largo plazo, aportaciones de los patrones y voluntarias, así como el monto de la pensión. 

E. 
Como se pueden traspasar las cuentas, si el trabajador dispondrá del dinero de su cuenta de Afore, al momento de su jubilación y que pasará con el dinero de esa cuenta en caso de fallecimiento del trabajador o cuando deja de trabajar por cualquier causa. 

F. 
Como corregir los datos. 

G. 
Cambio de afore. 

H. 
Aportaciones de los patrones. 

I. 
Flexibilizar más los trámites. 

J. 
Otras muchas más que faltan que los trabajadores las conozcan. 

Así lo acuerdan los Diputados integrantes de la Comisión de Trabajo y Previsión Social de la Quincuagésimo Séptima Legislatura del Congreso del Estado, Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, Diputado Leocadio Hernández Torres (Coordinador), Diputado Raúl Xavier González Valdés, Diputado Julián Montoya de la Fuente, Diputado, José Francisco Cortés Lozano, Diputado Virgilio Maltos Long Saltillo, Coahuila, a 8 de Noviembre de 2006. 

DADO EN LA SALA DE JUNTAS LUIS DONALDO COLOSIO

DEL CONGRESO DEL ESTADO.

SALTILLO, COAHUILA, A 8 DE NOVIEMBRE DE 2006.

POR LA COMISIÓN DE TRABAJO Y PREVISIÓN SOCIAL.

DIPUTADO LEOCADIO HERNÁNDEZ TORRES.

COORDINADOR

DIPUTADO RAÚL XAVIER GONZÁLEZ VALDÉS.

DIPUTADO JULIÁN MONTOYA DE LA FUENTE

DIPUTADO JOSÉ FRANCISCO CORTÉS LOZANO.

DIPUTADO VIRGILIO MALTOS LONG.

Dictamen de la Comisión de Seguridad Pública de la Quincuagésimo Séptima Legislatura, relativo a la Proposición con Punto de Acuerdo sobre " Resultados de exámenes antidoping aplicados a personal de la Policía Preventiva del Estado", presentada por la Diputada Silvia Garza Galván, conjuntamente con los Diputados Jesús Manuel Pérez Valenzuela, Francisco Cortés Lozano, José Antonio Jacinto Pacheco, Jorge Arturo Rosales Saade y Luis Alberto Mendoza Balderas, del Grupo Parlamentario "Vicente Fox Quesada”, del Partido Acción Nacional.

RESULTANDO
PRIMERO. Que en sesión celebrada por la Diputación Permanente el día 12 de Septiembre de 2006, se trató lo relativo a la proposición a que se alude en el proemio de este Dictamen. 

SEGUNDO. De conformidad con los artículos 199 y 251 de la Ley Orgánica del Congreso, se dispuso que la susodicha proposición fuera turnada a esta Comisión de Seguridad Pública para efecto de emitir dictamen sobre la misma; y, 

CONSIDERANDO

PRIMERO. Que esta Comisión, con fundamento en los artículos 115, 132, 248 y 251 de la Ley Orgánica del Congreso del Estado, es competente para emitir el presente dictamen en atención al acuerdo tomado por la Diputación Permanente.

SEGUNDO. Que la Proposición con Punto de Acuerdo sobre, "Resultados de exámenes antidoping aplicados a personal de la Policía Preventiva del Estado" fue analizada en todas y cada una de las consideraciones que en la misma se señalan y que fueron dadas a conocer ante la Diputación Permanente.

TERCERO.- Esta comisión que dictamina a efecto de dar cumplimiento a la solicitud de los promoverte, se entrevisto con el Secretario de Seguridad Publica y Protección Ciudadana en el Estado a través de la comparecencias para el análisis del Primer Informe de Gobierno, en la cual dicho funcionario al respecto del contenido de la proposición con punto de acuerdo que nos ocupa, manifestó, que efectivamente se realizaron dos evaluaciones medico-toxicológicas de manera sorpresiva y simultanea al personal de la Secretaria de Seguridad Publica, con el fin de detectar el consumo de anfetaminas, cocaína y marihuana; la primera, realizada el día 23 de enero a todo el personal administrativo y operativo de la Secretaria, el cual comprendió 1,626 muestras, de las cuales tres dieron positivo: dos en cocaína y uno en anfetaminas; en la segunda, realizada el día 30 de agosto a elementos de la Policía Preventiva y Agentes de Seguridad y Custodia de Piedras Negras, Acuña, Monclava, Saltillo y Torreón, incluyo 786 evaluaciones, arrojando cuatro resultados positivos en cocaína. 

Consecuentes con las consideraciones que anteceden y por las razones que en ellas se expresan, habrá de emitirse el siguiente 

DICTAMEN

PRIMERO. Por las razones expuestas, esta comisión considera que se atendió la petición de los promoventes de la Proposición con Punto de Acuerdo; así mismo se considera apropiado, se envié un atento exhorto al Secretario de Seguridad Publica y Protección Ciudadana en el Estado a fin de que para una mayor seguridad laboral de los elementos de seguridad a su cargo, implemente los medios necesarios a fin de que se de a conocer a los mismos, los resultados de los exámenes toxicológicos, el mismo día que estos se realicen.

SEGUNDO.- Infórmese al Pleno de este Congreso

Así lo acuerdan los Diputados integrantes de la Comisión de Seguridad Pública de la Quincuagésima Séptima Legislatura del Congreso del Estado, Diputado Miguel Ángel Riquelme Solís (Coordinador) Diputado Francisco Saracho Navarro, Diputado Alfio Vega de la Peña, Diputado Leocadio Hernández Torres, Diputado José Antonio Jacinto Pacheco, Diputado Jesús Manuel Pérez Valenzuela, Diputado Virgilio Maltos Long, Saltillo Coahuila, a 13 de Noviembre de 2006. 

Dip. Miguel Ángel Riquelme Solís
Dip. Francisco Saracho Navarro

            Coordinador

Dip. Alfio Vega de la Peña
Dip. Leocadio Hernández Torres

Dip. José Antonio Jacinto Pacheco
Dip. Jesús Manuel Pérez Valenzuela

Dip. Virgilio Maltos Long





































